
QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 5 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 

REPÚBLICA, A CARGO DEL DIPUTADO GERMÁN ERNESTO RALIS CUMPLIDO, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El proponente Germán Ernesto Ralis Cumplido, diputado integrante del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 
fracción II, 56, 62 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía la 
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo párrafo 
al numeral XIII del artículo 5 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
Republica: 

Exposición de Motivos 

En el 2014 fue creado el Código Nacional de Procedimientos Penales, con la finalidad de 
dar un protocolo de actuación en el proceso penal, garantías para la víctima e imputado, 
así como el protocolo de actuación para los policías al momento de una detención y 
resguardo, tanto de la escena de un crimen, como la recolección de pruebas que se 
llegasen a encontrar con ayuda de un perito experto en la ciencia, arte o técnica idónea, sin 
embargo, no especifica las facultades o alcances de cada uno. 

El artículo 263 de la licitud de la prueba, indica que los datos y pruebas deberán ser 
obtenidos y producidos lícitamente para su admisión y desahogo en el proceso, por lo tanto 
se debe seguir el protocolo de actuación, para evitar que las pruebas se contaminen o sean 
violatorias de derechos humanos y así caer en el supuesto del artículo 264 de la nulidad de 
la prueba, al considerarse como ilícitos los datos o pruebas obtenidas.1 

La nulidad de la prueba ha beneficiado a un gran número de delincuentes, acusados por 
diversos delitos, e incluso con pruebas contundentes en su contra; uno de los casos más 
sonados ha sido el de Florence Cassez, que con la existencia de pruebas plenas en su 
contra, logró su libertad debido al montaje y contaminación del lugar de los hechos por parte 
de las autoridades y televisora.2 

Otro caso tuvo lugar en Reynosa, en el 2015, un sujeto acusado de daños morales e 
incitación a la prostitución, así como por la violación de un menor de 12 años, al momento 
de ser detenido portaba un celular con imágenes de abuso sexual contra menores, sin 
embargo, el juez del caso decidió dejarlo en libertad alegando que no contaba con las 
pruebas suficientes para imputarle el delito, todo porque las pruebas fueron contaminadas.3 

Desde secuestradores, líderes del narcotráfico, hasta pederastas, han sido beneficiados 
con la falta de preparación de los elementos de seguridad al momento de recabar las 
pruebas de la escena del delito. Por lo que resulta de suma importancia tomar en cuenta 
las diferencias entre la labor del policía de cualquier rango y la actuación del policía de 
investigación o encargado de la recolección de los hallazgos, ya que al momento de hacer 
el resguardo y recolección de pruebas por parte del elemento policial que llega primero al 
lugar de los hechos, no siguen el protocolo de medidas para recabar las pruebas, y al no 
tener la preparación necesaria, algunos han tomado el arma que portaba el presunto 
culpable, y dan oportunidad a que el objeto se convierta en ilícito y lo deje en estado de 



nulidad para ser tomado en cuenta al momento de imputar responsabilidad sobre el ilícito 
al presunto culpable. 

En los últimos cinco años la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha otorgado la libertad 
por indebido proceso a un promedio de setenta personas , esto gracias a situaciones como 
pruebas ilícitas, falsedad de testimonios, tiempo tardío en poner a disposición del Ministerio 
Público al presunto culpable o por no dar el derecho a tener un traductor o 
intérprete,4 permitiendo que la posible víctima no tenga acceso a la justicia. 

Ante esta realidad, lo primero es aceptar que en este tema falta mucho por hacer, pues el 
nuevo sistema de justicia penal tiene poco tiempo y por ende no se ha logrado dar la 
formalidad e impacto , así como la información a cada una de las partes que se ven 
involucradas en el proceso penal; desde los policías y peritos hasta los jueces al momento 
de tomar a consideración las pruebas por decisiones erróneas e irracionales que dañan a 
las víctimas, familias e incluso a la misma sociedad que teme por ver de nuevo en las calles 
a estos criminales. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) se encarga de emitir opiniones 
sobre las violaciones presentadas por policías y demás autoridades que actúen de manera 
indebida; desde que inicia el proceso hasta su conclusión, con la finalidad de evitar que se 
vulneren los derechos de las víctimas, sin embargo esto no garantiza que se haga 
justicia , ya que el probable responsable sale en libertad y la sanción de la que el servidor 
público es acreedor no resarce la pena por el delito en cuestión. 

Los probables responsables de la comisión de un delito pueden interponer amparos de 
manera directa o indirecta, por violaciones a los principios, como lo establece el artículo 20 
constitucional, apartado B, es su fracción VI,5referente al acceso de los registros de 
investigación, por parte del imputado y su defensor, el cual puede alegar que la prueba 
ha sido contaminada y en caso de demostrar que así es, esta pierde su valor, 
eliminándola del proceso, sin importar que sea probatoria y en ocasiones evidente o 
se haya detenido al imputado en flagrancia. 

Ya sea por error o por abuso de autoridad, los criminales y sus defensores siguen 
percatándose del desconocimiento y poca preparación de las autoridades, por ello se debe 
de redefinir el concepto de resguardo y recolección, distinguiendo las facultades entre 
policías y policías especializados o de investigación, así como proporcionarles de manera 
continua una preparación que les recuerde el protocolo de actuación y los límites de sus 
funciones, ante un ilícito y resguardo del lugar de los hechos. 

Por lo antes mencionado se propone adicionar un segundo párrafo al numeral XIII, del 
artículo 5 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Republica, quedando de la 
siguiente manera: 



 

Considerandos 

Los delitos de alto impacto son aquellos que atentan contra la vida o integridad de la víctima 
u ofendido catalogándolos como algún tipo de homicidio (doloso o culposo), secuestro, 
extorsión, robo con violencia, robo de vehículo, a casa habitación o negocio, transeúnte y 
violación. Delitos en los que en la mayoría existe algún indicio o rastro que pueda llevar a 
la identificación o a fincar responsabilidad a él o los presuntos responsables.6 

Se debe capacitar de manera constante al personal policial y asignar facultades tanto a los 
peritos como a los policías para que cada uno cumpla su función y no se conviertan en una 
herramienta más de los presuntos culpables, y evitar cumplir con su responsabilidad en el 
delito que se les imputa. 

El mínimo detalle puede contaminar y permitir que las pruebas se conviertan en ilícitas o 
viciadas, siendo las periciales el principal instrumento probatorio, cuando se obtienen de 
manera licita y se resguardan de forma adecuada. 

La finalidad de la preservación y procesamiento de los indicios es guiar en el razonamiento 
del juzgador para que este dé su fallo con base en las pruebas ofrecidas, preservando la 
cadena de custodia y dando un manejo adecuado en el procedimiento científico.7 

Los policías y peritos deberán hacer la recolección, embalaje y traslado de los indicios o 
evidencias,8 motivo por el cual se les debe dar y limitar su facultad a cada uno, siguiendo el 
protocolo que maneja el Código Nacional de Procedimientos Penales en el artículo 227 y el 
acuerdo 4/2016 que emitió la Secretaría de Seguridad Pública (SSP) para Ciudad de 
México9 y demás autoridades, así como los formatos de la cadena de custodia, el informe 



policial, y el equipo adecuado de cada situación para los peritos, con la finalidad de no 
contaminar los indicios que se encuentren en el lugar de los hechos. 

Al mismo tiempo se debe contar con el equipamiento necesario por parte de los policías de 
investigación o policías expertos en recolección de pruebas e indicios, para que puedan 
seguir con los protocolos antes mencionados sin alterar su naturaleza. El Ministerio Público 
a su vez debe contar con un espacio e instrumentos adecuados al momento de que reciba 
la cadena de custodia. 

A nivel federal existen dos acuerdos referentes a la cadena de custodia y sus lineamientos 
emitidos por la Procuraduría General de la Republica, el primero es el Acuerdo A/002/10 
que establece los lineamientos que deberán observar todos los servidores públicos para la 
debida preservación y procesamiento del lugar de los hechos o del hallazgo y de los 
indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, así como de los instrumentos, objetos o 
productos del delito;10 el segundo es el Acuerdo A/009/15, establece las directrices que 
deberán observar los servidores públicos que intervengan en materia de cadena de 
custodia, así como la guía de cadena de custodia, preservación del lugar y demás 
lineamientos que deben de seguir los policías y peritos o cualquier otro servidor público al 
momento de entrar al lugar de intervención.11 

La guía antes mencionada es un requerimiento al entregar la cadena de custodia para dar 
validez y continuidad a todos los elementos y sean constituidos como pruebas; los policías, 
peritos y ministerios públicos, deben por obligación saber todos los lineamientos y requisitos 
necesarios para llevar a cabo los documentos o formatos desde el lugar de intervención, la 
cadena de custodia y la entrega-recepción de los índicos o elementos materiales 
probatorios. 

En Colombia existe un manual de procedimientos del sistema de cadena custodia, 
clasificando las responsabilidades de la policía y el grupo designado para la diligencia 
(peritos), estos últimos tienen la obligación de nombrar al encargado de las fotografías, 
topografía y la narración descriptiva de los procedimientos y actividades desarrolladas en 
los diferentes puntos de hallazgo.12 

La forma de embalaje y las recomendaciones para el manejo de los elementos materia de 
prueba, clasificando su recolección, embalaje y precauciones, en cualquier tipo de arma, 
estupefacientes, ropa o cualquier otro tipo de elemento que se encuentre y los 
contenedores donde serán colocados como son bolsas, cajas, frascos y tubos con el fin de 
garantizar los principios de la cadena de custodia. 

Protocolos existen; sin embargo, es indispensable capacitar constantemente las funciones 
tanto de los peritos como de los policías, así como en la responsabilidad que tendrán si 
faltan a algún supuesto del Código Penal Federal, como se establece en el artículo 225, 
fracción XXXI, “De los delitos cometidos por servidores públicos”, referente a la 
modificación, alteración o algún otro supuesto relacionado con los indicios, evidencias u 
objetos en el procedimiento de la cadena de custodia, al que, se le impondrá pena de prisión 
de cuatro a diez años y de cien a ciento cincuenta días de unidades de medida y 
actualización (UMA).13 

Decreto 



Por lo anteriormente fundamentado y expuesto, someto a la consideración de esta 
honorable Cámara, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo 
párrafo al numeral XIII del artículo 5 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
Republica: 

Único. Se adiciona un segundo párrafo al numeral XIII, del artículo 5 de la Ley Orgánica de 
la Procuraduría General de la Republica, para quedar como sigue: 

Artículo 5. Corresponde a la Procuraduría General de la República: 

I. – XII. ... 

XIII. Emitir disposiciones para la recolección, el levantamiento, la preservación y el 
traslado de indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, y de los instrumentos, 
objetos o productos del delito, así como los procedimientos y protocolos para asegurar 
su integridad. 

Al mismo tiempo deberá especializar a las y los agentes del Ministerio Público, 
peritos, policías federales ministeriales y en general al personal que intervenga en 
la aplicación de la cadena de custodia, por lo menos dos veces por año, a través 
de programas y cursos permanentes respecto a las disposiciones que menciona 
del párrafo anterior. 

XIV. – XX. ... 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 20 de marzo de 2018. 

Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica) 
 


